Cuestiones interpretativas doctrinales y jurisprudencia sobre costas procesales en atención a los sujetos intervinientes (art. 394 LECiv)

Por D. José Javier Díez Núñez. Magistrado 

I. Introducción 

Al aplicarse las diversas reglas que en materia de costas procesales se contienen en el artículo 394 LECiv, se suscitan una serie de dudas en relación directa con la pluralidad de sujetos intervinientes, perspectiva de la cuestión que se aborda en los siguientes apartados y que se refiere a la posible o no aplicación de la mancomunidad o solidaridad cuando en el lado pasivo de la relación jurídico-procesal se encuentren varias personas demandadas, la posición del codemandado en relación con los restantes, la llamada del tercero interviniente al proceso, la intervención del Ministerio Fiscal y el problema que se suscita por la participación del Estado a través del abogado del Estado. 

II. Problema de aplicación de las reglas de la mancomunidad o solidaridad 

La condena en costas solamente puede recaer sobre quien, ostentando la condición de parte (artículo 10 LECiv) que haya visto rechazadas todas sus pretensiones, pues el artículo 394 LECiv toma por referencia no la aceptación de la pretensión, sino su rechazo, esto es, penaliza, o más exactamente responsabiliza del pago de las costas a aquella parte cuya postura en el proceso se ha revelado totalmente infundada, sin que alcance a quienes ejerciten actuaciones profesionales como abogados (artículo 31 LECiv), ya que ha desaparecido en la actual LECiv la posibilidad que en determinados casos contemplaba la LECiv/1881 de condenar a abogados, situación que no puede quedar identificada con el concreto supuesto que trata el artículo 246.3 LECiv en los casos de estimarse, total o parcialmente, la impugnación de la tasación por el carácter excesivo de sus honorarios, dado que el abogado, o el perito, ostentan, al menos en el incidente de impugnación, la condición de parte, a lo que suma su condición de causantes, por minutar con exceso, del incidente de impugnación, cuyas costas, por lo tanto, no parece razonable ni justo repercutir sobre el litigante contrario (SAP de Castellón, Sección 1.ª, de 26 de marzo de 2007). Esto nos lleva a analizar uno de los problemas que mayores dudas se suscita en materia de costas, que es cuando su pronunciamiento deba alcanzar a varios sujetos, el de si la condena debe entenderse mancomunada o solidaria. La cuestión debe calificarse de insoluble, ya que, así como la doctrina jurisprudencial emanada del Tribunal Supremo ha sido atender a la naturaleza de la obligación objeto del proceso, de manera que si ésta es solidaria, la condena en costas será igualmente solidaria, y si la prestación condenatoria impuesta a los demandados es mancomunada, las costas se impondrán en su misma condición (SSTS de 8 de julio de 1988, 3 de junio de 1992 y 27 de septiembre de 1999), encontrando su fundamentación en el hecho de que la condena en costas no atiende sólo a la sanción de una conducta procesal, sino también a satisfacer el principio de tutela judicial efectiva que exige que los derechos no se vean mermados por la necesidad de acudir a los tribunales para su reconocimiento. Sin embargo, en otras ocasiones, la Sala Primera del Tribunal Supremo se decanta por la regla de la solidaridad, independientemente de la naturaleza de la obligación (STS de 6 de junio de 2001), tesis que se sustenta sobre la doctrina reiterada (SSTS de 26 de julio de 1989, 11 de octubre de 1991 y 26 de enero de 1994) de que si bien el artículo 1137 del CC dice que la solidaridad procede cuando la obligación expresamente lo establezca, la jurisprudencia actual, reiterada y muy numerosa, no exige con rigor e imperatividad el pacto expreso de solidaridad, habiéndose de esta manera dado una interpretación correctora al precepto citado, para alcanzar la concurrencia de la solidaridad tácita pasiva, admitiéndose su existencia cuando del contexto de las obligaciones contraídas se infiera su concurrencia, conforme declara en su inicio el artículo 1138, lo que implica que, en el caso de ser manifiesta la concurrencia de solidaridad tácita pasiva en la obligación al pago de las costas procesales, dicha solidaridad ha de mantenerse una vez tasadas las costas procesales, criterio este seguido por autores como Chiovenda, Fairén Guillén, Vázquez Sotelo y Belión Molina.
A todo ello cabe sumar una tercera tendencia doctrinal (Villamor Montero y Martín Contreras), que apunta, conforme al artículo 1137 expresado, cómo debe ser siempre la condena mancomunada, al entender que no puede presumirse la solidaridad en las obligaciones plurisubjetivas, pues la regla general es la de mancomunidad, apoyando dicha tesis en que el propio Tribunal Supremo, cuando se trata de demanda dirigida contra varios demandados y se estima la pretensión sólo contra alguno de ellos, la obligación de éstos se limita a la parte que le corresponda, no a todo, y en el hecho de que la condena en costas, aunque sea una obligación que tiene un origen estrictamente procesal, tiene una indudable naturaleza civil, que, además, es independiente de su obligación principal (SSTS de 25 de mayo de 1956, 21 de noviembre de 2000 y 16 de octubre de 2007, AATS de 17 de julio de 1987, 21 de noviembre de 2000 y 16 de octubre de 2007, y AA PP de A Coruña, Sección 4.ª, de 16 de noviembre de 106; Granada, Sección 4.ª, de 26 de febrero de 2002; Oviedo, Sección 4.ª, de 12 de enero de 1993 y 7 de diciembre de 2001; Sección 5.ª, de 10 de octubre de 1995 y 3 de julio de 2001; y Sección 6.ª, de 2 de junio de 1987 y 5 de marzo de 2005; de Toledo, Sección 1.ª, de 2 de mayo de 2006; y de Zamora, Sección 1.ª, de 18 de marzo de 2005). 
En esta línea de actuación, que parece ser la más certera, se encuentra la SAP de Toledo, Sección 1.ª, de 13 de octubre de 2006, al afirmar que la mancomunidad de deudores en el pago de las costas procesales es independiente de que exista solidaridad en la deuda principal, puesto que la deuda nacida de la condena al pago de las costas es distinta e independiente de aquélla por la que se tramitó el pleito, siendo esta última un derecho de crédito que nace ex novo, para el litigante vencedor y a cargo del litigante vencido, del mismo procedimiento en sí, cualquiera que sea la naturaleza de las pretensiones ventiladas en él, concretando la SAP de Cantabria, Sección 2.ª, de 5 de mayo de 2003, que para ser la condena en costas solidaria se precisa: 1º) que la obligación principal tenga cierto matiz solidario; 2º) que la parte actora solicite tal declaración de solidaridad en el suplico de su demanda; y 3º) que el órgano jurisdiccional se pronuncie sobre ello expresamente en la sentencia. 
Ahora bien, la anterior doctrina jurisprudencial recogida en la tercera de las tesis expuestas procede a matizar que, partiendo de la base de que la condena en costas sea mancomunada, a su vez, si las partes litigantes están compuestas por varios sujetos –parte litigante múltiple–, entre ellos, es decir, entre los integrantes en cada grupo, la condena habrá de ser solidaria, sin que se pueda hablar de infracción del artículo 1145 CC, ya que el título de solidaridad que impregna la condena en costas para una parte litigante múltiple indica que el pago total efectuado por un colitigante le da base suficiente para reclamar la parte correspondiente a los otros, puesto que si varios actores o demandados designan un letrado que dirija sus actuaciones procesales en una cuestión litigiosa en la que están involucrados, puede entenderse establecida una relación solidaria entre ellos por razón del fin común perseguido, pero esa solidaridad no trasciende a la contraparte en el litigio, operando en las relaciones cliente-abogado (SSTS de 6 de junio de 2001, 9 de octubre de 2002, 13 de mayo de 2004, y las ya citadas de 21 de noviembre de 2000 y 16 de octubre de 2007). 

III. Codemandados 

En los supuestos de acumulación de acciones en que se produce como efecto el que se discutan todas en un mismo procedimiento y se resuelvan en una sola sentencia (artículo 71 LECiv), el demandado que ha asumido su propia defensa y se responsabiliza en exclusiva de su fracasada posición procesal no puede pechar con los gastos de otro por su oposición a las otras acciones que contra él no prosperaron. Por el contrario, con algunas excepciones como las representadas en las SSTS de 18 de julio de 1997 y 4 de diciembre de 1998, y salvo supuestos excepcionales de confusionismo imputables a los propios codemandados (STS de 21 de junio de 1999), cuando éstos han sido traídos al proceso por decisión del demandante y han resultado absueltos, es el actor quien deberá satisfacer las costas (SSTS de 18 de marzo y 22 de abril de 1997, 26 de febrero y 17 de abril de 1998, 23 de marzo de 1999, 1 de marzo, 11 de abril y 11 y 12 de julio de 2000, 23 de febrero y 6 de julio de 2001 y 7 de noviembre de 2007), y es que, como razona la STS de 11 de abril de 2000, la motivación por razones procesales o materiales de demandar a una persona siempre existe, pero si resulta no ser ajustada a derecho y se desestima la demanda, aquella motivación no puede tenerse como justificación para no imponer las costas a la parte demandante. La STS de 19 de mayo de 1998 establece que resulta obvio que nunca puedan pechar con las costas causadas por un codemandado absuelto los codemandados condenados, dado que la condena en costas o su no imposición, según los casos, tiene sentido entre partes contrapuestas, pero no entre partes que ocupan semejante posición procesal, no siendo racionalmente posible desviar el sentido de la norma contenida en el artículo 394 LECiv, que se basa en el principio del vencimiento objetivo, y, además, establecer una responsabilidad derivada de un vínculo jurídico procesal del todo ajeno a quien se exige, porque deriva de una acumulación de acciones que se ejercita por la parte actora, y cuyo efecto es sólo el de discutirse en el mismo procedimiento y resolverse en la misma sentencia, sin que se produzca interferencia alguna entre ellas, ni, por tanto, efectos distintos a los pretendidos con cada una de ellas. 
Por tanto, las costas de la demandada absuelta deben, en principio, ser soportadas por el demandante y no por los codemandados condenados (SSAP de Baleares, Sección 3.ª, de 18 de julio de 2007, y Valencia, Sección 7.ª, de 20 de enero de 2005). 

IV. Intervención: voluntaria o provocada 
Cuestión enormemente polémica es la contemplada en el artículo 14 LECiv, al regular la figura de la intervención provocada, disponiendo en su apartado primero que en caso de que la Ley permita que el demandante llame a un tercero para que intervenga en el proceso «sin la cualidad de demandado», la solicitud de intervención deberá realizarla en la demanda, salvo que la ley disponga expresamente otra cosa, de manera que, admitida por el tribunal la entrada en el proceso del tercero, éste dispondrá de las mismas facultades de actuación que la ley concede a las partes, recogiendo en el apartado segundo la norma expresada las reglas a tener en cuenta cuando sea el demandado quien solicite del tribunal la notificación de la pendencia del juicio a un tercero para que intervenga en el mismo (no queda contemplada en la LECiv la intervención de tercero provocada por decisión de oficio por el tribunal –iusu iudicis–).
La llamada intervención procesal contempla aquellos supuestos en los que la pluralidad de partes se produce como fenómeno sobrevenido. Su regulación, por primer vez en nuestro proceso civil, constituye una de las novedades de la LECiv/2000, regulando el artículo 14 la intervención provocada, siendo ésta la que tiene lugar como consecuencia del llamamiento efectuado por una de las partes o litisdenuntiatio, que a diferencia de la intervención voluntaria, que es concebida por la ley en términos generales, a favor de toda aquella persona que ostente un interés en las resultas de un pleito instaurado, la LECiv sólo admite la intervención provocada en los supuestos legalmente previstos, lo que obliga a examinar los distintos casos en los que las leyes procesales o materiales permiten que el actor o el demandado llame al litigio a quienes hasta el momento habían permanecido ajenos a él. En todos estos casos, se plantea la disquisición doctrinal y práctica de si esos terceros intervinientes a la finalización del proceso pueden quedar afectados por el pronunciamiento que en materia de costas se dicte. No existe unanimidad de respuesta sobre el particular. 
Hay quienes consideran que al existir llamamiento al proceso de un tercero, si se persona, «el interviniente será considerado como parte en el proceso a todos los efectos» (artículo 13.3 LECiv), pasando así de ser tercero a integrarse formalmente en la relación jurídicoprocesal con todas las consecuencias legales que de ello puedan derivar, disponiendo por imperativo legal que una vez se le notifique la pendencia del proceso será emplazado «para contestar la demanda en la misma forma y en idénticos términos a los establecidos para el emplazamiento del demandado» (artículo 14.2.2ª LECiv) (disp. adic. 7.ª Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación), debiendo estarse al principio del vencimiento objetivo y, por tanto, aplicarse el régimen general que en materia de costas estatuye el artículo 394 LECiv (SAP de Burgos, Sección 3.ª, de 2 de junio de 2003, y de Cantabria, Sección 3.ª, de 28 de junio de 2003). De esta opinión son Arroyo Fiestas, Berjano Arenado, Carreras Maraña y Sacristán Represa (SEPIN LECiv. SP/DOCT/2243). 
Otros, por el contrario, defienden la tesis de que no cabe condenar en costas al tercero, por cuanto que no es demandado. No puede ser absuelto ni condenado a la pretensión principal de la demanda, por cuanto que ese tercero, aunque pueda llevar a cabo alegaciones e intervenir activamente en el proceso probatorio, no significa que los efectos del proceso le alcancen como al demandado, de manera que su falta de condición de parte en el proceso imposibilita que pueda ser condenado en costas, habida cuenta de que el artículo 394 LECiv sólo se refiere a las «partes» (SSTS de 26 de junio y 11 de octubre de 1993 y 5 de mayo de 1997); cabiendo solamente su condena en costas cuando se dé la situación contemplada en el artículo 14.2.4.ª, en relación con el artículo 18, pues en tales casos el tercero pasa a ocupar la posición procesal del demandado, no junto a él, sino sustituyéndolo. Fuera de estos casos, no podemos perder de vista que el actor, cuando la llamada de tercero sea por el demandado, no ejercitó acción alguna en su contra, por lo que no puede ser condenado, lo que derivaría en materia de costas en la imposibilidad de su condena, pues lo contrario implicaría vulneración del principio de congruencia a que se refiere el artículo 218 LECiv (Hernández Vergara, Cremades Morant y Ferrer Gutiérrez. SEPIN LECiv. SP/DOCT/2243, pgs. 16 y 23, y SSTS de 30 de mayo de 1910, 17 de enero y 20 de febrero de 1920, 1 de marzo de 1921, 23 de marzo de 1934, 11 de octubre de 1993 y 5 de mayo de 1997, en las que se afirma que la sentencia que se dicte en tales casos no podrá contener pronunciamiento condenatorio o absolutorio contra el vendedor en los casos de saneamiento por evicción, aunque queda vinculado a las declaraciones que se hagan en la sentencia, que no podrá discutir en un posterior proceso que el comprador promueva para exigir la indemnización compensatoria de la privación sufrida contra su vendedor, pues el efecto de la notificación es el de venir obligado a sanear). 
Por tanto, la solución va a depender en buena medida de la naturaleza de la actuación procesal de ese llamado al pleito, pues si tiene la consideración de demandado, y la demanda es desestimada, puede haber pocas dudas acerca de que los derechos de los profesionales que defienden y representan a ese tercero no pueden quedar excluidos de la tasación, pero si ello no es así, dudosamente puede mantenerse lo contrario. Reflexión ésta que arranca de la lectura de los artículos 394 y siguientes de la LECiv, donde las normas de imposición de costas hacen constante referencia a la condición de «parte», o de «demandante» y «demandado », «apelante» o «apelado», y de lo que debe, lógicamente, seguirse que sólo cuando se trata de las costas de quien es parte en el pleito cabe sostener la aplicabilidad de las reglas de imposición de costas a que se refieren dichos preceptos. 
Para determinar si el tercero llamado por el demandado a un pleito es o no parte, debe considerarse para qué es llamado a él. En el caso de evicción, la respuesta la ofrecen los artículos 1475 y 1481 CC, a cuyo tenor «tendrá lugar la evicción cuando se prive al comprador, por sentencia firme y en virtud de un derecho anterior a la compra, de todo o parte de la cosa comprada», y «el vendedor estará obligado al saneamiento que corresponda, siempre que resulte probado que se le notificó la demanda de evicción a instancia del comprador. Faltando la notificación, el vendedor no estará obligado al saneamiento», es decir, la ley material faculta al comprador para que llame a un pleito al vendedor de un bien a fin de que pueda ejercitar posteriormente contra él la acción de evicción si es privado, por sentencia firme y en virtud de un derecho anterior a la compra, de todo o parte de la cosa comprada. Ésa es la finalidad del llamamiento de un tercero vendedor, y con el fin de salvaguardar sus derechos, la Ley le permite, pero no le obliga, a que comparezca y conteste a la demanda y que con ello apoye a la parte demandada, pues de otra manera difícilmente podrá justificarse que luego pueda repetirse contra él y ejercitar una acción de evicción si no pudo evitar esa sentencia firme con base en el artículo 1475 CC. Esta normativa particular puede extenderse, mutatis mutandi, a la regulación general de la intervención provocada, dada la ausencia de una regulación general al respecto. 
Consecuentemente con lo hasta aquí expuesto, el hecho de que la Ley permita que una persona sea llamada al pleito y que se comporte como un demandado a la hora de alegar y probar no significa que sea un demandado propiamente dicho. De hecho, ese tercero llamado al pleito por el demandado no defiende un derecho propio, sino un derecho o una tesis ajena, como es, en el caso de la compraventa, el de su comprador, y ello le hace más bien integrarse en la figura del coadyuvante que en el de parte, pero lo más decisivo es que no puede ser condenado a nada, pues si el actor no le ha demandado, salvo que no se cumpla el principio de congruencia del artículo 218 LECiv, no podrá condenarse a alguien frente a quien no se ha pedido nada, y no está vinculado por lazos de litisconsorcio con el comprador demandado, algo que ha puesto de relieve la jurisprudencia en las SSTS de 11 de octubre de 1993 y 5 de mayo de 1997. En este sentido, la SAP de Cádiz, Sección 7.ª, de 12 de julio de 2007, con cita de las de las AA PP de Madrid de 10 de abril de 2006, de Murcia de 14 de mayo de 2004, y de Burgos de 5 de noviembre de 2003, afirma que la denominada intervención provocada, tal como viene regulada en el artículo 14 LECiv, no le convierte (al tercero) por esa sola llamada en parte, sino que deberá tenerse en cuenta en concepto de qué o para qué ha sido llamada, y así, en el concreto caso que trata, la vista de la acción ejercitada niega a la aseguradora llamada por el ejecutado, por no estar en los supuestos legalmente previstos, la consideración de parte, ya que para ello debería haberlo sido en lugar del primitivo demandado y ocupar la posición de él. 
Para que se considere al llamado al proceso como parte en lugar del primitivo demandado, es necesario un trámite procesal específico –artículos 14.2.4 y 18 LECiv– que, en cuanto no se siga, no convierte en parte al llamado y si lo convierte en parte es en el lugar del demandado, no junto a él. Si el llamado a un proceso no puede ser ni absuelto ni condenado a la pretensión principal de la demanda, pues frente al mismo no se ha ejercitado pretensión alguna por el actor, es claro que no podrá ser objeto de condena en costas bajo la LECiv, pues, rigiendo en dicho texto el principio de vinculación de la imposición de costas al resultado del juicio, si no puede ser condenado, malamente podrán serle impuestas las costas del juicio. Correlativamente, si esto es así, si no puede ser condenado a pagar las costas procesales, no cabe duda de que a lo que no puede aspirar es a que si resulte «vencedor» en el pleito (lo que, se recuerda, no es respecto a derechos propios, sino que lo serán de quien le llame), pueda ser beneficiado por la condena en costas, pues con dicha tesis resulta que sólo obtiene ganancias en esta materia; si pierde, no paga costas, pero si gana, sí las percibe; habría así un claro desequilibrio y desigualdad, sin justificación alguna. De ahí que deba extraerse la conclusión de que, como regla general, de muy difícil excepción, no quepa entender favorecido por la imposición de costas a quien es llamado al pleito por el demandado comprador en su condición de vendedor a los efectos de evicción (SAP de Burgos, Sección 2.ª, de 29 octubre 2003).
Así las cosas, parece oportuno recordar cómo en la STS de 5 de mayo de 1997 se indicaba que cualquiera que sea la postura que se adopte acerca de la posición en el proceso de los vendedores llamados, es evidente que la sentencia que se dicte en el juicio de evicción no podrá contener ningún pronunciamiento absolutorio o condenatorio para ellos, aunque queden vinculados por las declaraciones que en ella se hagan, que no podrán ser discutidas en un posterior y eventual proceso que el comprador promueva para exigir la indemnización compensatoria de la privación sufrida frente al vendedor, dado que el vendedor llamado en garantía no es demandado en el juicio de evicción, y la única consecuencia que para él tiene la sentencia estimatoria de la demanda de evicción, al haber quedado preparada la demanda de saneamiento con la notificación, es la de venir obligado a sanear a tenor del artículo 1475 CC.
Mayores dudas se presentan en aquellos casos en los que el llamamiento sea interesado a través de la parte demandada, si el actor se opusiera expresamente o, incluso, no contesta en el plazo de los 10 días concedidos (artículo 14.2.2ª LECiv), pues dicha postura procesal no sería equivalente a tácita aquiescencia ni a una acumulación subjetiva de acciones, pese a lo cual el tribunal acordará constituir la relación jurídico-procesal con esa tercera persona, presentando la cuestión serias dudas de que pudiera ser condenado el actor a las costas generadas por dicho llamamiento como consecuencia del dictado de una sentencia desestimatoria de la demanda, hipótesis esta tratada en la SAP de Barcelona, Sección 19.ª, de 13 de enero de 2004, que expresa que:
«Mas el precepto que regula en la actualidad la figura de la intervención provocada –art. 14 LECiv– ninguna alusión realiza en cuanto a las costas generadas por la intervención, guardando al respecto el más absoluto silencio. Desde estos parámetros, y no existiendo solución legal expresa en sede de intervención, tan sólo resta acudir al precepto regulador de las costas en la instancia, esto es, el artículo 394 de la LECiv. Mas la situación jurídica compleja que se suscita en el supuesto que nos ocupa, dada la frontal oposición de los actores a la intervención provocada a instancia del demandado, nos conduce a no hacer expresa imposición de las costas causadas en la instancia con relación a los codemandados llevados al proceso y absueltos en la instancia, dadas las dudas jurídicas que suscita la interpretación jurídica del artículo 14 LECiv, vista la laguna legal existente en el texto relativo a las costas procesales... »
La misma solución se ofrece en la SAP de Barcelona, Sección 14.ª, de 11 de octubre de 2006, que afirma que la postura procesal del silencio no puede interpretarse como admisión tácita.
Esta respuesta judicial parece acertada, si bien no ajena de crítica desde la perspectiva de que el tercero interviniente que no ha resultado condenado, por estimación de sus pretensiones o, si se quiere, correlativamente, por rechazo de las pretensiones demandantes, sin embargo, tiene que soportar los gastos que le ha originado su intervención en un proceso judicial al que era completamente ajeno, ofreciéndose como respuesta a la cuestión bien la de considerar que la intervención de ese tercero lo fue voluntariamente, puesto que no estaba obligado a comparecer, ya que no se trata de una obligación sino de una «carga», por lo que los gastos generados por su intervención en el proceso deberán ser soportados por él, sin posibilidad de repercusión sobre ninguna de las otras partes (Hernández Vergara, SEPIN LECiv. SP/DOCT/2243, pg. 16). Las SSAP de Madrid, Sección 25.ª, de 6 de octubre de 2005 y 22 de septiembre de 2006, mantienen que la inexistencia de previsión legal que determine el criterio impositivo de las costas derivadas del llamamiento regulado en el artículo 14 LECiv ha de resolverse sin hacer especial imposición de costas), bien la de imponer las costas al demandado «llamante » que fue quien provocó la entrada en el proceso del tercero (Arsuaga Cortázar, SEPIN LECiv. SP/DOCT/2243, pg. 11. SSAP de Barcelona, Sección 11.ª, de 22 de octubre de 2007, de Cádiz, Sección 5.ª, de 6 de octubre de 2006, y de Cantabria, Sección 3.ª, de 28 de julio de 2003). Dispone la SAP de Barcelona, Sección 14.ª, de 14 de abril de 2005, que si el actor no ha sido quien ha traído al llamado por el demandado, su absolución no podrá conllevar nunca para el actor la condena en costas, siendo evidente en razón al hecho de no haberse producido una acumulación subjetiva de acciones (artículo 72 LECiv).
En cualquier caso, quizás la respuesta a la cuestión tratada deba ser buscada en atención al hecho de que ese llamamiento provocado de tercero al proceso, a diferencia de la intervención voluntaria, queda comprendido únicamente para los casos en que la ley así lo prevea expresamente (SSAAPP de A Coruña, Sección 3.ª, de 20 de octubre de 2005 y Cantabria, Sección 1.ª, de 1 de octubre de 2003) –la laudatio o nominatio auctoris», llamada del poseedor inmediato de la cosa al propietario cuando el primero es demandado por quien afirma ser dueño, poniendo en conocimiento del titular dominical la existencia del proceso (artículos 511 y 1559 CC), la llamada en garantía en la evicción en contratos de compraventa (artículo 1482 CC), en el arrendamiento de fincas rústicas y urbanas (artículo 1553 CC), o para los bienes y derechos aportados a una sociedad (artículo 1681 CC), en las donaciones onerosas (artículo 638 CC), en los legados (artículos 860 y 869.3 CC), en la adjudicación de bienes a coherederos (artículo 1069 CC), del coheredero respecto de los demás (artículo 1084.2 CC), de la cosa recibida en permuta (artículo 1540 CC), entre otras–, debiendo recordarse que esa petición de intervención no vincula al juzgador, sino que, a la vista de lo practicado, éste deberá declarar si procede o no lo solicitado, de manera que en el caso de que resulte improcedente, será la parte cuya pretensión de intervención resulte desestimada la que ha de hacer frente al pago de las costas procesales que su actuación ha determinado, como consecuencia necesaria de su actuación procesal; situaciones las analizadas en las que esa intervención provocada, obligada o coactiva, hace que esos terceros entren a formar parte del proceso como consecuencia de la llamada de una de las partes litigantes, que no supone una obligación de intervención para aquéllos, sino una carga, llamada en garantía o llamada en causa, pero sin que pueda ser condenado a nada, ya que el actor no lo ha demandado, y no está vinculado por un litisconsorcio pasivo necesario con el demandado (SAP de Baleares, Sección 3.ª, de 2 de mayo de 2003) y de Barcelona, Sección 13.ª, de 1 de febrero de 2005, siendo exponente de esta línea la SAP de Barcelona, Sección 14.ª, de 14 de abril de 2005, al indicar que la introducción en el artículo 14 LECiv de la intervención provocada no supone más que el reconocimiento en nuestro sistema procesal de distintas figuras jurídicas, de distinto alcance, incluso en cuanto al efecto de la imposición de las costas procesales. 

V. Especial consideración legal al Ministerio Fiscal 
Dispone el artículo 394.4 cómo en ningún caso se impondrán las costas al Ministerio Fiscal en los procesos en que intervenga como parte (artículo 6.1.6 LECiv), de lo que debe deducirse, como expresan las SSTS de 16 de marzo de 2005 y 28 de febrero de 2006, que lo mismo que no puede ser condenado, tampoco es posible que sea acreedor de la condena, ni que inste la tasación, a diferencia de lo que sucede con el Estado y la Tesorería General de la Seguridad Social, para la que Ley 52/1997, de 27 de noviembre, se ocupa de regular las costas, tanto en caso de condena a su favor, como en contra, y la LECiv, regida por el principio de igualdad de las partes, ninguna previsión contiene sobre exclusión de condena al pago de costas al Estado ni a los organismos públicos, cuando litigan civilmente.
Esta exoneración legal en la condena en costas al Ministerio Fiscal de siempre ha sido objeto de crítica doctrinal, antes de la entrada en vigor de la LECiv/2000 por el hecho de inexistencia de norma que lo justificara y por la posibilidad de sí poder ser sancionados los jueces por error profesional, y así, Lorca Navarrete afirma que «... surge la impresión de que el Ministerio Fiscal, cuando promueve la acción de la justicia como parte (art. 1 EOMF), goza de impunidad económica que avala por igual al Ministerio Fiscal diligente, aplicado, asiduo, atento, como al Ministerio Fiscal desidioso, holgazán, indolente y perezoso», añadiendo que, «si bien semejante planteamiento es inaceptable e inasumible, al propugnar privilegios que ninguna actuación tiene con una actuación normal y común de parte en torno al ejercicio de la función jurisdiccional civil como el resto de las demás partes», concluyendo que «el mensaje que quizás desea enviar el artículo 394.4 LECiv consiste en que nada de nada, respecto de intentos de ubicar al Ministerio Fiscal al ras de la postulación con el resto de las demás partes» (LORCA NAVARRETE, A. M.ª, «La regulación de las costas en la Nueva Ley de Enjuiciamiento Civil», La Ley, 6 de abril de 2000, pg.4.) 

VI. Intervención del abogado del Estado 
El abogado del Estado actúa como funcionario público, sujeto, por tanto, a un sueldo o retribución con cargo a los fondos del Estado, sin generarle al Estado el proceso gasto alguno. Por tanto, se cuestiona si es procedente incluir sus honorarios profesionales a favor del Estado en los casos en los que el pronunciamiento judicial le sea favorable, pues no se debe considerar al abogado del Estado como titular del crédito que supone la condena en costas, dado que reiterada doctrina jurisprudencial indica que dicha titularidad corresponde a la parte vencedora y no a los profesionales que han asumido su representación y defensa (SSTS 16 de julio de 1990, 15 de febrero y 9 de julio de 1992, entre otras muchas), por lo que, en consonancia con tal doctrina, en la minuta habrá de hacerse constar la forma en que deba ingresarse la minuta y su destino, que, en definitiva, son los fondos del Estado, de ahí que no pueda exigírsele la aportación de justificante alguno. Por otro lado, la procedencia de la inclusión de la minuta formulada por el abogado del Estado ha sido mantenida, de forma reiterada, por el Tribunal Supremo, entre otras, en sentencias de 3 de octubre de 1989, 29 de diciembre de 19992, 16 de marzo de 1994 y 23 de octubre de 1997, basándose en la Real Orden de 25 de abril de 1893, que dispone en su artículo 1 que «los abogados del Estado formularán y presentarán minuta de honorarios, con arreglo a lo determinado en el párrafo 2º del artículo 423 de la LECiv (1881), en todos los casos en que obtuviesen sentencia u otras resoluciones favorables al Estado, las cuales contengan condena en costas para los contrarios litigantes, en los pleitos y causas a que se refiere el Real Decreto de 16 de marzo de 1986», norma ratificada por el artículo 5.5.J) del Decreto de 27 de julio de 1943, que aprobó el Reglamento Orgánico de la Dirección General de lo Contencioso del Estado, aplicable en virtud de lo dispuesto en el Real Decreto de 5 de junio de 1985, y Ley 23/1988, de 28 de julio. Actualmente, la Ley 52/1997, de 27 de noviembre, declarada vigente por la disposición derogatoria única de la LECiv 1/2000, dispone, en su artículo 13, conforme a la redacción dada al mismo por la Ley 14/2000 de 29 de diciembre (artículo 50), «la tasación de costas en que fuese condenada la parte que actúe en el proceso en contra del Estado, sus organismos públicos, los organismos constitucionales o personas defendidas por el abogado del Estado se regirá, en cuanto a los conceptos e importes, por las normas generales. Firme la tasación, su importe se ingresará en la forma legalmente prevista, dándole el destino establecido presupuestariamente», de donde resulta clara la procedencia de la inclusión de la minuta cuestionada por el impugnante, más aún si el precepto citado es relacionado con el contenido del artículo 243.2 de la LECiv 1/2000, que sólo autoriza la exclusión de aquellas partidas inútiles, superfluas o no autorizadas por la Ley. Indudablemente, cierto es que el abogado del Estado se halla vinculado con la Administración por una relación funcionarial que le genera un derecho a la retribución periódica legalmente establecida, lo que no ocurre con el abogado que actúa en el ejercicio libre de la profesión y, generalmente, dentro de una relación jurídica de arrendamiento de servicios. Esto, sin embargo, no es obstáculo para que el Estado, que, insistimos, es el verdadero titular del derecho de crédito que representa la condena en costas, pueda resarcirse de los gastos derivados de la actuación procesal de los letrados que le defienden, de acuerdo con lo que dispone el artículo 242 de la LECiv, y expresamente autoriza el tan citado artículo 13.1 de la Ley 52/1997, si bien el importe de la minuta se ingresará en la forma legalmente establecida, dándosele el destino establecido presupuestariamente, en definitiva, irá a parar a los fondos del Estado, sin que ello suponga enriquecimiento injusto alguno para el Estado, sino más bien significaría lo contrario a favor del condenado que, habiendo forzado la intervención de la defensa del Estado, dejaría de satisfacer aquello que le corresponde para que dicha defensa fuera asumida con cargo a los Presupuestos Generales (SAP de Málaga, Sección 6.ª, de 2 de diciembre de 2008).
En otro orden de cosas, la polémica surge en determinar si cuando el juicio seguido sea por cuantía inferior a 900 euros, procede practicar tasación de costas en los casos en que el Consorcio de Compensación de Seguros actúa a través del abogado del Estado, obteniendo sentencia favorable a sus intereses y condena en costas a la parte contraria. Se trata de una cuestión no pacífica en la que se posicionan las audiencias provinciales con resoluciones de signo contrario, pero pareciendo más acorde la de aquellas que defienden la tesis de que esa intervención preceptiva del abogado del Estado en los procesos en que sea parte el Consorcio de Compensación de Seguros no necesariamente ha de conducir a la condena del litigante contrario vencido en juicio al pago de los honorarios profesionales devengados por aquél, pues con ello se vulneraría el principio de igualdad constitucionalmente consagrado, haciendo de peor condición al condenado que litiga contra el Estado o alguno de sus organismos autónomos que a quien lo hace frente a una entidad o sujeto privado. 
El artículo 551 LOPJ atribuye la representación y defensa del Estado y de sus organismos autónomos a los abogados del Estado, en los términos contenidos en la Ley 52/1997, de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones Públicas (artículo 1), pero también lo es que en la Exposición de Motivos de esta Ley, a la vez que expresa la necesidad de que la Administración, a la hora de hacer valer sus derechos e intereses ante los tribunales de justicia, cuente con diversos mecanismos, siendo uno de ellos la regulación de las llamadas especialidades o prerrogativas procesales del Estado, señala también que, sin embargo, «no puede dejar de tenerse presente en ningún momento las exigencias derivadas de los principios constitucionales de igualdad y tutela judicial efectiva» (artículos 14 y 24 CE), de tal suerte que las mencionadas especialidades procesales del Estado en ningún caso resulten atentatorias a los mencionados principios, ni supongan cargas desproporcionadas o irrazonables para la contraparte del Estado en el proceso, recogiendo en su artículo 13 que «la tasación de costas en que fuere condenada la parte que actúe en el proceso en contra del Estado, sus organismos públicos, los órganos constitucionales o personas defendidas por el abogado del Estado se regirá, en cuanto a sus conceptos e importe, por las normas generales»; de manera que a pesar de esa preceptiva intervención del abogado del Estado, a la hora de efectuar la posible tasación de costas, ha de acudirse a los preceptos generales de la LECiv, por lo que en los casos en los que la cuantía del proceso sea inferior a 900 euros, no puede practicarse tasación de costas por los honorarios profesionales devengados por dicho letrado, al no ser necesaria, con carácter general, su intervención, de acuerdo con el artículo 32.5 LECiv (SSAP de Almería, Sección 3.ª, de 30 de abril de 2004 y Las Palmas, Sección 5.ª, de 26 de septiembre de 2002). 

